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México, Distrito Federal, a catorce de marzo de dos mil 

doce. 

 

VISTOS, para resolver los autos del juicio para la 

protección de los derechos político-electorales del ciudadano 

identificado al rubro, promovido por Filemón Contla Rangel, 

por propio derecho, para inconformarse contra el Acuerdo CG 

92/2012, del Consejo General del Instituto Federal Electoral por 

el que se emiten normas reglamentarias sobre actos 
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anticipados de campaña durante el proceso electoral federal 

2011-2012; y,  

 

R E S U L T A N D O 

 

 

PRIMERO. Antecedentes.  De las constancias de autos 

se desprenden los siguientes: 

 

I. Antecedentes. 

 

1. El siete de octubre de dos mil once inició el proceso 

electoral federal 2011-2012, para renovar a los integrantes del 

Congreso de la Unión y al titular del Ejecutivo Federal. 

 

2. En términos del Acuerdo CG326/2011 denominado: 

"ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 

FEDERAL ELECTORAL, POR EL QUE SE ESTABLECE EL 

PERIODO DE PRECAMPAÑAS, ASÍ COMO DIVERSOS 

CRITERIOS Y PLAZOS DE PROCEDIMIENTOS 

RELACIONADOS CON LAS MISMAS", desde el dieciocho de 

diciembre de dos mil once hasta el quince de febrero del año en 
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curso, tuvo verificativo la etapa de precampañas del proceso 

electoral federal. 

 

3. El quince de febrero de dos mil doce, el Consejo 

General del Instituto Federal Electoral emitió el "ACUERDO 

DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL 

ELECTORAL POR EL QUE SE EMITEN NORMAS 

REGLAMENTARIAS SOBRE ACTOS ANTICIPADOS DE 

CAMPAÑA DURANTE EL PROCESO ELECTORAL FEDERAL 

2011-2012.", acuerdo que ahora constituye la materia de 

impugnación del presente juicio ciudadano. 

 

Su texto es del tenor literal siguiente: 

“ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 
FEDERAL ELECTORAL POR EL QUE SE EMITEN NORMAS 
REGLAMENTARIAS SOBRE ACTOS ANTICIPADOS DE 
CAMPAÑA DURANTE EL PROCESO ELECTORAL FEDERAL 
2011-2012 

A N T E C E D E N T E S 

 

I. El 13 de noviembre de 2007, se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación, el Decreto que reformó los artículos 6º, 41, 85, 99, 
108, 116 y 122; adiciona el artículo 134 y derogó un párrafo al 
artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
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II. El 14 de enero de 2008, se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación, el Decreto por el que se expide el Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. 

III. El 29 de enero de 2009, mediante Acuerdo CG38/2009, el 
Consejo General aprobó el "ACUERDO DEL CONSEJO 
GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL POR EL 
QUE SE EMITEN NORMAS REGLAMENTARIAS SOBRE ACTOS 
DE PRECAMPAÑA, ASÍ COMO DE ACTOS ANTICIPADOS DE 
CAMPAÑA". 

IV. El 17 de agosto de 2011, mediante Acuerdo identificado con la 
clave CG246/2011 fue aprobado el "ACUERDO DEL CONSEJO 
GENERAL POR EL QUE SE MODIFICA EL ACUERDO 
CG192/2011 MEDIANTE EL CUAL SE REFORMÓ EL 
REGLAMENTO DE QUEJAS Y DENUNCIAS DEL INSTITUTO 
FEDERAL ELECTORAL, QUE ABROGA AL ANTERIOR, 
PUBLICADO EN EL DIABIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 
DE FEBRERO DE 2009, EN ACATAMIENTO A LO ORDENADO 
POR LA H. SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL 
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, AL RESOLVER EL 
RECURSO DE APELACIÓN IDENTIFICADO CON EL NÚMERO 
DE EXPEDIENTE SUP-RAP-141/2011 Y SU ACUMULADO SUP-
RAP-144/2011", por el que se reformó el Reglamento de Quejas y 
Denuncias del Instituto Federal Electoral, mismo que fue publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 5 de septiembre de 2011. 

V. El 15 de diciembre de 2011, el Consejo General mediante 
Acuerdo CG428/2011 fue aprobado el "ACUERDO DEL 
CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL 
POR EL QUE SE ORDENA LA PUBLICACIÓN EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DEL REGLAMENTO DE RADIO Y 
TELEVISIÓN EN MATERIA ELECTORAL EN ACATAMIENTO A 
LA SENTENCIA EMITIDA POR LA H. SALA SUPERIOR DEL 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN, IDENTIFICADA CON EL NÚMERO DE 
EXPEDIENTE SUP-RAP-535/2011 Y ACUMULADOS", por el que 
se reformó el Reglamento de Radio y Televisión en Materia 
Electoral, cuya publicación en el Diario Oficial de la Federación se 
realizó el 6 de enero de 2012. 

C O N S I D E R A N D O 

1. Que los artículos 41, segundo párrafo, Base V, párrafo primero 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 104, 
párrafo 1; 105, párrafo 1, incisos a), e) y g); 2, y 106, párrafo 1, del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
disponen que la organización de las elecciones federales es una 
función estatal que se realiza a través de un organismo público 
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autónomo denominado Instituto Federal Electoral, dotado de 
personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración 
participan el Podes Legislativo de la Unión, los partidos políticos 
nacionales y los ciudadanos, en los términos que ordene la ley. En 
el ejercicio de esta función estatal, la certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad y objetividad serán principios 
rectores. 

2. Que la Base IV del artículo 41 constitucional establece que la 
ley establecerá los plazos para la realización de los procesos 
partidistas de selección y postulación de candidatos a cargos de 
elección popular, así como las reglas para las precampañas y las 
campañas electorales. La duración de las campañas en el año de 
elecciones para Presidente de la República, Senadores y 
diputados federales será de noventa días; en el año en que sólo 
se elijan diputados federales, las campañas durarán sesenta días. 
Por otra parte, establece que en ningún caso las precampañas 
excederán las dos terceras partes del tiempo previsto para las 
campañas electorales. Previendo que, la violación a estas 
disposiciones por los partidos o cualquier otra persona física o 
moral será sancionada conforme a la ley de la materia. 

3. Que el artículo 41, párrafo 2, Base I, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, establece que los partidos 
políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la 
vida democrática, contribuir a la integración de la representación 
nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el 
acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los 
programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio 
universal, libre, secreto y directo. 

4. Que el Instituto Federal Electoral es la autoridad única para la 
administración del tiempo que corresponde al Estado en radio y 
televisión destinado a sus propios fines y a los de otras 
autoridades electorales, y al ejercicio del derecho de los partidos 
políticos, y es independiente en sus decisiones y funcionamiento, 
de conformidad con los artículos 41, párrafo 2, Base III de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 49, 
numeral 5 y 105, numeral 1, inciso h) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. 

5. Que según lo dispone el artículo 41, párrafo 2, Base III de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en relación 
con el artículo 49, párrafo 2 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, los patudos políticos, precandidatos y 
candidatos a cargos de elección popular, accederán a la radio y la 
televisión a través del tiempo que la propia Constitución les otorga 
como prerrogativa a los primeros. 
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6. Que acorde a lo señalado por el artículo 49, párrafo 3 del código 
de la materia, los partidos políticos, los precandidatos y candidatos 
a cargos de elección popular, en ningún momento podrán 
contratar o adquirir, por sí o por terceras personas, tiempos en 
cualquier modalidad de radio y televisión. 

7. Que el citado artículo 49, párrafo 4 del código federal electoral 
establece que ninguna persona física o moral, sea a título propio o 
por cuenta de terceros, podrá contratar propaganda en radio y 
televisión dirigida a influir en las preferencias electorales de los 
ciudadanos, ni a favor o en contra de partidos políticos o de 
candidatos a cargos de elección popular. 

8. Que el artículo 134, párrafos octavo y noveno de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que la 
propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, 
que difunden como tales, los poderes públicos, los órganos 
autónomos, las dependencias y entidades de la administración 
pública y cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, 
deberá tener carácter institucional y fines informativos, educativos 
o de orientación social. En ningún caso esta propaganda incluirá 
nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción 
personalizada de cualquier servidor público. Asimismo, determina 
que las leyes, en sus respectivos ámbitos de aplicación, 
garantizarán el estricto cumplimiento de lo previsto en el párrafo 
anterior, incluyendo el régimen de sanciones a que haya lugar. 

9. Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 3 del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, el Instituto 
Federal Electoral se encuentra facultado para aplicar e interpretar 
las disposiciones legales electorales en el ámbito de su 
competencia. 

10. Que el artículo 106, párrafo 1 del código electoral federal 
establece que el Instituto Federal Electoral es un organismo 
público autónomo, de carácter permanente, independiente en sus 
decisiones y funcionamiento, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios. 

11. Que el artículo 109 del mismo código, establece que el 
Consejo General es el órgano superior de dirección, responsable 
de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y 
legales en materia electoral, así como de velar porque los 
principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y 
objetividad guíen todas las actividades del instituto. 

12. Que el artículo 118, párrafo 1, incisos h), w) y z) del código en 
cita, dispone que son atribuciones del Consejo General vigilar que 
las actividades de los partidos políticos nacionales y las 
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agrupaciones políticas se desarrollen con apego al mismo código 
y cumplan con las obligaciones a que están sujetos; asimismo, 
conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las sanciones 
que correspondan, en los términos previstos en el ordenamiento 
de la materia; además señala que el Consejo General está 
facultado para emitir los acuerdos que resulten necesarios para el 
ejercicio de las atribuciones que tienen encomendadas. 

13. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 210 del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, la 
Jornada Electoral del Proceso Electoral Federal 2011-2012, se 
llevará a cabo el próximo 1 de julio de 2012. En esta misma fecha 
de manera coincidente, se llevarán a cabo elecciones en 16 
entidades federativas, a saber: Campeche, Chiapas, Colima, 
Distrito Federal, Estado de México, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, 
Morelos, Nuevo León, Querétaro, San Luis Potosí, Sonora, 
Tabasco, Yucatán y en el municipio de Morelia, Michoacán. 

14. Que el artículo 211, párrafos 3 y 5 del Código Federal de 
instituciones y Procedimientos Electorales, dispone que los 
precandidatos a candidaturas a cargos de elección popular que 
participen en los procesos de selección interna convocados por 
cada partido, no podrán realizar actividades de proselitismo o 
difusión de propaganda, por ningún medio, antes de la fecha de 
inicio de las precampañas; la violación a esa disposición se 
sancionará con la negativa de registro como precandidato. 
Además establece que queda prohibido a los precandidatos, en 
todo tiempo, la contratación de propaganda o cualquier otra forma 
de promoción personal en radio y televisión; donde, la violación a 
dicha disposición se sancionará con la negativa de registro como 
precandidato, o en su caso con la cancelación de dicho registro. 
Ahora bien, para el caso de comprobarse la violación a esta norma 
en fecha posterior a la de postulación del candidato por el partido 
de que se trate, el instituto Federal Electoral negará el registro 
legal del infractor. 

15. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 212, 
párrafos 1 y 2 del código comicial federal, se debe entender por 
precampaña electoral el conjunto de actos que realizan los 
partidos políticos, sus militantes y los precandidatos a 
candidaturas a cargos de elección popular debidamente 
registrados por cada partido. Asimismo, por actos de precampaña 
electoral debe entenderse las reuniones públicas, asambleas, 
marchas y en general aquellos en que los precandidatos a una 
candidatura se dirigen a los afiliados, simpatizantes o al electorado 
en general, con el objetivo de obtener su respaldo para ser 
postulado como candidato a un cargo de elección popular. 



SUP-JDC-274/2012 8

16. Que el párrafo 3 del artículo 212 del código aludido, menciona 
que se debe entender por propaganda de precampaña el conjunto 
de escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y 
expresiones que durante el periodo establecido por el referido 
código y el que señale la convocatoria respectiva difunden los 
precandidatos a candidaturas a cargos de elección popular con el 
propósito de dar a conocer sus propuestas. 

17. Que de conformidad con el párrafo 4 del mismo artículo, 
precandidato es el ciudadano que pretende ser postulado por un 
partido político como candidato a cargo de elección popular, 
conforme al código de la materia y a los Estatutos de un partido 
político, en el proceso de selección interna de candidatos a cargos 
de elección popular. 

18. Que conforme a lo dispuesto en el artículo 213, párrafo 6 del 
código federal electoral, es competencia directa de cada partido 
político, a través del órgano establecido por sus Estatutos, o por el 
reglamento o convocatoria correspondiente, negar o cancelar el 
registro a los precandidatos que incurran en conductas contrarias 
al código de la materia o a las normas que rijan el proceso interno, 
así como confirmar o modificar sus resultados, o declarar la 
nulidad de todo el proceso interno de selección, aplicando en todo 
caso los principios legales y las normas establecidas en sus 
Estatutos o en los reglamentos y convocatorias respectivas. Por 
otra parte, establece que las decisiones que adopten los órganos 
competentes de cada partido podrán ser recurridas por los 
aspirantes o precandidatos ante el Tribunal Electoral, una vez 
agotados los procedimientos internos de justicia partidaria. 

19. Que el artículo 217, párrafo 1, del citado código, establece que 
a las precampañas y a los precandidatos que en ellas participen 
les serán aplicables, en lo conducente, las normas previstas en 
ese mismo código respecto de los actos de campaña y 
propaganda electoral. 

20. Que el artículo 222 del código comicial federal establece que 
para el registro de candidaturas a todo cargo de elección popular, 
el partido político postulante deberá presentar y obtener el registro 
de la plataforma electoral que sus candidatos sostendrán a lo 
largo de las campañas políticas. La plataforma electoral deberá 
presentarse para su registro ante el Consejo General del Instituto 
Federal Electoral, dentro de los quince primeros días de febrero 
del año de la elección. 

21. Que el artículo 223, párrafo 1, inciso a), del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, dispone que en el año 
de la elección en que se renueven el titular del Poder Ejecutivo 
Federal y las dos Cámaras del Congreso de la Unión, todos los 
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candidatos serán registrados entre el 15 al 22 de marzo del año de 
la elección. 

22. Que el artículo 228 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales establece que la campaña electoral es 
el conjunto de actividades llevadas a cabo por los partidos 
políticos nacionales, las coaliciones y los candidatos registrados 
para la obtención del voto, así mismo establece que se debe 
entender por actos de campaña, propaganda Electoral. 

23. Que de conformidad con lo previsto en el artículo 237, párrafo 
1 del propio código electoral federal, las campañas para 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Senadores y 
Diputados federales, tendrán una duración de noventa días. Por 
su parte, el párrafo 2 del citado artículo 237, establece que las 
campañas electorales para Diputados, en el año en que solamente 
se renueve la Cámara respectiva, tendrán una duración de 
sesenta días. 

24. Que el párrafo 3, del artículo 237 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales señala que las 
campañas electorales de los partidos políticos iniciarán a partir del 
día siguiente al de la sesión de registro de candidaturas para la 
elección respectiva, debiendo concluir tres días antes de 
celebrarse la Jornada Electoral. 

24. (Sic) Que en términos de lo antes detallado, de conformidad 
con el Acuerdo CG326/2011 denominado "ACUERDO DEL 
CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL, 
POR EL QUE SE ESTABLECE EL PERÍODO DE 
PRECAMPAÑAS, ASÍ COMO DIVERSOS CRITERIOS Y PLAZOS 
DE PROCEDIMIENTOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS" 
aprobado el 7 de octubre de 2011, las precampañas del Proceso 
Electoral Federal comprenden del 18 de diciembre de 2011 al 15 
de febrero de 2012. 

25. Que según lo dispone el Acuerdo CG413/2011 denominado 
"ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 
FEDERAL ELECTORAL POR EL QUE, EN ACATAMIENTO A LA 
SENTENCIA EMITIDA POR LA H. SALA SUPERIOR DEL 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN, EN EL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS POLÍTICO ELECTORALES DEL CIUDADANO 
IDENTIFICADO CON EL NÚMERO DE EXPEDIENTE SUP-JDC-
12624/2011 Y ACUMULADOS, SE MODIFICA EL ACUERDO 
NÚMERO CG327/2011, POR EL QUE SE INDICAN LOS 
CRITERIOS APLICABLES PARA EL REGISTRO DE 
CANDIDATURAS A LOS DISTINTOS CARGOS DE ELECCIÓN 
POPULAR QUE PRESENTEN LOS PARTIDOS POLÍTICOS Y, 
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EN SU CASO, LAS COALICIONES ANTE LOS CONSEJOS DEL 
INSTITUTO, PARA EL PROCESO ELECTORAL FEDERAL 2011-
2012" aprobado el 14 de diciembre de 2011, las campañas 
electorales según lo dispone la normatividad Electoral inician el 30 
de marzo y finalizan el 27 de junio de 2012. 

26. Que el artículo 5, numeral 1, inciso c), fracción VII del 
Reglamento de Radio y Televisión en Materia Electoral vigente 
define al periodo de "intercampaña", como aquél que transcurre 
del día siguiente al que terminan las precampañas relativas a un 
cargo de elección popular, al día anterior al inicio de las campañas 
correspondientes. De lo anterior, se desprende que el periodo de 
"intercampaña" para el presente Proceso Electoral Federal 
comprende del 16 de febrero al 29 de marzo de 2012. 

27. Que el artículo 19 del Reglamento de Radio y Televisión en 
Materia Electoral vigente contempla que durante la 
"Intercampaña", el Instituto Federal Electoral dispondrá de 43 
minutos diarios en cada estación de radio y canal de televisión, el 
cual será destinado exclusivamente para el cumplimiento de los 
fines propios del instituto y de otras autoridades electorales, 
federales o locales. 

28. Que en este orden de ideas, la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el recurso de 
apelación SUP-RAP-531/2011, determinó los criterios para la 
asignación y distribución de tiempos en radio y televisión aplicable 
a los procesos electorales locales con Jornada Electoral 
coincidente con la federal. 

En dicha ejecutoria, la Sala Superior señaló que en el periodo de 
"intercampaña", no existe la posibilidad de asignar tiempos en 
radio y televisión a los partidos políticos, por tanto, además de 
dejar en claro que no se puede adquirir o contratar tiempos en 
radio y televisión, también explicó que los partidos políticos tienen 
restringido el acceso a los medios de comunicación, como parte 
de sus prerrogativas constitucionales. 

29. Que atento a lo anterior, se desprende que durante la 
"intercampaña" los partidos políticos, coaliciones y candidatos 
tienen la imposibilidad de acceder a la radio y la televisión a través 
de los tiempos del Estado, ya que la totalidad del tiempo en los 
medios de comunicación es para este instituto y las autoridades 
electorales. 

30. Que el artículo 7, párrafo 2 del Reglamento de Quejas y 
Denuncias del Instituto Federal Electoral, define que se debe 
entender por actos anticipados de campaña y los define como 
aquellos realizados por coaliciones, partidos políticos, sus afiliados 
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o militantes, aspirantes, precandidatos o candidatos, a través de 
reuniones públicas, asambleas, marchas, la difusión de escritos, 
publicaciones, expresiones, mensajes, imágenes, proyecciones, 
grabaciones de audio o video u otros elementos, y en general 
todos los realizados, para dirigirse a la ciudadanía, presentar y 
promover una candidatura y/o sus propuestas, para obtener su 
voto a favor de ésta en una Jornada Electoral, siempre que 
acontezcan previo al inicio de las campañas electorales 
respectivas. 

31. Que por cuanto hace a la prohibición de realizar otro tipo de 
actividades en el periodo de "intercampaña" que pudieran 
constituir actos anticipados de campaña, de la interpretación 
sistemática y funcional que realiza esta autoridad y el contenido de 
las sentencias dictadas por la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, se advierten dos aspectos 
relevantes: 

a. La regulación de los actos anticipados de campaña, tiene como 
propósito garantizar que los procesos electorales se desarrollen 
en un ambiente de equidad para los contendientes (partidos 
políticos, coaliciones y candidatos), para evitar que una opción 
política se encuentre en ventaja en relación con sus opositores, al 
iniciar anticipadamente la campaña política respectiva. 

b. Los elementos que se deben tomar en cuenta para acreditar los 
actos anticipados de campaña política, son los siguientes: 

• Elemento personal. Se refiere a que los actos anticipados de 
campaña deben ser realizados por los partidos políticos, 
militantes, aspirantes, precandidatos y candidatos. 

• Elemento subjetivo. Se refiere a la materialización de acciones 
cuyo propósito u objetivo fundamental es presentar una plataforma 
electoral y promover a un partido político o posicionar a un 
ciudadano para obtener el voto de la ciudadanía en la Jornada 
Electoral. 

• Elemento temporal. Se refiere al periodo en el cual ocurren los 
actos, es decir debe darse antes, durante o después del 
procedimiento interno de selección respectivo, previamente al 
registro constitucional de candidatos, o bien, una vez registrada la 
candidatura ante el partido político pero antes del registro de las 
candidaturas ante la autoridad electoral o antes del inicio formal de 
las campañas. 

32. Que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación ha resuelto diversas ejecutorias entre las que 
destacan el Juicio de Revisión Constitucional identificado con el 
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número SUP-JRC-274/2010, y los recursos de apelación números 
SUP-RAP-15/2009 y su acumulado SUP-RAP-16/2009, SUP-RAP-
191/2010 y SUP-RAP-63/2011, que son coincidentes con las 
consideraciones antes expuestas respecto de los elementos que 
deben acreditarse para configurar la infracción a los actos 
anticipados de campaña. 

33. Que el Consejo General mediante Acuerdo identificado con la 
clave CG75/2012, aprobó el pasado 8 de febrero de 2012, el 
"ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 
FEDERAL ELECTORAL MEDIANTE EL CUAL SE EMITEN 
NORMAS REGLAMENTARIAS SOBRE LA PROPAGANDA 
GUBERNAMENTAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 41, 
BASE III, APARTADO C, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PARA EL PROCESO 
ELECTORAL FEDERAL 2011-2012, ASÍ COMO DE LOS 
PROCESOS ELECTORALES LOCALES CON JORNADA 
COMICIAL COINCIDENTE CON LA FEDERAL Y LOS 
PROCESOS ELECTORALES EXTRAORDINARIOS A 
CELEBRARSE EN LOS MUNICIPIOS DE SANTIAGO 
TULANTEPEC DE LUGO GUERRERO Y XOCHICOATLÁN, EN 
EL ESTADO DE HIDALGO Y EL MUNICIPIO DE MORELIA, EN 
EL ESTADO DE MICHOACÁN". 

34. Que el artículo 6º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, refiere que: "La manifestación de las ideas no 
será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en 
el caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, 
provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de 
réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El 
derecho a la información será garantizado por el Estado". 

35. Que la norma constitucional antes referida no sólo protege el 
derecho humano de libertad de expresión, sino también su 
correlativo derecho a la información, toda vez que es un elemento 
imprescindible en el desarrollo del ser humano, ya que aporta 
elementos para que éste pueda orientar su acción en la sociedad. 
El acceso a la información es una instancia necesaria para la 
participación ciudadana, dado que sin información adecuada, 
oportuna y veraz, la ciudadanía difícilmente se encuentra en 
condiciones óptimas para participaren la toma de decisiones 
públicas. 

36. Que la función que desempeñan los medios de comunicación 
dentro de un Estado democrático, se encuentra sujeta al respeto y 
cumplimiento de los derechos fundamentales de los gobernados, 
pues en su calidad de medios masivos de comunicación cumplen 
con una función social de relevancia trascendental para la nación 
porque constituyen el instrumento a través del cual se hacen 
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efectivos tales derechos, toda vez que suponen una herramienta 
fundamental de transmisión masiva de información, educación y 
cultura que debe garantizar el acceso a diversas corrientes de 
opinión, coadyuvar a la integración de la población, proporcionar 
información, esparcimiento y entretenimiento. 

37. Que los medios de comunicación tienen la capacidad unilateral 
de presentar cualquier suceso, al tener la libertad de seleccionar 
cuáles son las noticias o acontecimientos relevantes e incluso 
pueden adoptar posturas informativas o de opinión, susceptibles 
de poner en entredicho los acontecimientos ocurridos en la 
agenda política, económica o social; pudiendo resaltar datos o 
información e incluso cuestionar determinadas acciones 
relacionadas con los tópicos ya señalados; esto es así, teniendo 
como único límite en cuanto a su contenido lo previsto en los 
artículos 6º, 7°, 41 y 134 constitucionales. 

38. Las anteriores consideraciones encuentran sustento en la 
jurisprudencia emitida por el máximo órgano jurisdiccional en 
materia electoral, identificada con la clave de control 11/2008, 
aprobada en sesión pública celebrada el dieciocho de septiembre 
ele dos mil ocho, por unanimidad de votos y declarada 
formalmente obligatoria, visible en la Gaceta de Jurisprudencia y 
Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación, Año 2, Número 3, 2009, páginas 20 y 21, y que 
establece: 

‘LIBERTAD DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN, SU 
MAXIMIZACIÓN EN EL CONTEXTO DEL DEBATE POLÍTICO’. 
(Se transcribe). 

39. Que los derechos fundamentales de libre expresión de ideas y 
de comunicación y acceso a la información son indispensables 
para la formación de la opinión pública, componente necesario 
para el funcionamiento de una democracia representativa. 

40. Que lo anterior se complementa con la tesis de Jurisprudencia 
emitida por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación identificada con el número de control 30/2009, 
aprobada en sesión pública celebrada el siete de octubre de dos 
mil nueve, por unanimidad de votos y declarada formalmente 
obligatoria, visible en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en 
materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, Año 3, Número 5, 2010, páginas 45 y 46, cuyo 
contenido es el siguiente: 

‘RADIO Y TELEVISIÓN. LA PROHIBICIÓN DE CONTRATAR 
PROPAGANDA ELECTORAL NO TRANSGREDE LAS 
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LIBERTADES CONSTITUCIONALES DE LOS 
CONCESIONARIOS’. (Se transcribe). 

41. Que en mérito de lo antes expuesto, la obligación de los 
medios de comunicación, de respetar los derechos fundamentales, 
se corrobora con el contenido de los artículos 5, apartado 1, del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 29, inciso a), 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, donde se 
establece que ninguna disposición de dichos instrumentos de 
derecho internacional público puede ser interpretada en el sentido 
de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para 
emprender actividades o realizar actos encaminados a la 
destrucción de cualquiera de los derechos y libertades 
reconocidos en los mismos (como lo son los derechos 
fundamentales de carácter político), o su limitación en mayor 
medida que la prevista en estos documentos. 

42. Que atento a las consideraciones expresadas, la 
"intercampaña" no es un periodo para la competencia electoral 
entre los candidatos, precandidatos, partidos políticos y 
coaliciones; por lo tanto, la normatividad Electoral prohíbe las 
actividades proselitistas y los llamados al voto por parte de los 
actores políticos que participan en el Proceso Electoral Federal. 

43. Que en la misma línea argumentativa, tampoco es posible 
celebrar o difundir debates en el periodo de "intercampaña", ya 
que los candidatos, precandidatos, partidos políticos y coaliciones, 
están impedidos a promocionarse durante este periodo. 

44. Que la "intercampaña" no representa un periodo de silencio, 
por el contrario, es un periodo en el cual las autoridades 
electorales difunden información sobre la organización de los 
procesos electorales, invitan a participar a las y los ciudadanos y 
difunden los valores de la cultura democrática. Todo ello, con el 
objeto de que la ciudadanía tenga mayor información antes del 
inicio de las campañas electorales. 

45. Que en el periodo de "intercampaña", los precandidatos, 
candidatos, partidos políticos y coaliciones definirán sus 
estrategias de campaña, y por ende, el propósito de integrar este 
lapso en el entramado jurídico, es que todos los partidos, 
coaliciones, precandidatos y candidatos comenzaran al mismo 
tiempo sus actividades proselitistas privilegiando la igualdad y la 
equidad en la contienda. 

46. Que el artículo 342, párrafo 1, incisos a), b), e) y h) del código 
comicial federal, señala que constituyen infracciones de los 
partidos políticos el incumplimiento de las obligaciones señaladas 
en el artículo 38 y demás disposiciones aplicables; el 
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incumplimiento de las resoluciones o acuerdos del Instituto 
Federal Electoral; la realización anticipada de actos de 
precampaña o campaña atribuible a los propios partidos y el 
incumplimiento de las demás disposiciones previstas en el código 
federal electoral en materia de precampañas y campañas 
electorales. 

47. Que el artículo 344, párrafo 1, inciso a), del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, establece que 
constituyen infracciones de los aspirantes, precandidatos o 
candidatos a cargos de elección popular la realización de actos 
anticipados de precampaña o campaña, según sea el caso. 

48. Que de conformidad con el artículo 345, párrafo 1, inciso b) del 
código comicial, constituyen infracciones de los ciudadanos, de los 
dirigentes y afiliados a partidos políticos, o en su caso de cualquier 
persona física o moral, contratar propaganda en radio y televisión, 
tanto en territorio nacional como en el extranjero, dirigida a la 
promoción personal con fines políticos o electorales, a influir en las 
preferencias electorales de los ciudadanos, o a favor o en contra 
de partidos políticos o de candidatos a cargos de elección popular. 

49. Que el artículo 347, párrafo 1, inciso d), del código comicial 
federal establece que constituyen infracciones a dicha norma por 
parte de las autoridades o los servidores públicos, según sea el 
caso, de cualquiera de los Poderes de la Unión, de los poderes 
locales, órganos de gobierno municipales, órganos de gobierno 
del Distrito Federal, órganos autónomos, y cualquier otro ente 
público, durante los procesos electorales, la difusión de 
propaganda, en cualquier medio de comunicación social, que 
contravenga lo dispuesto por el séptimo párrafo del artículo 134 de 
la Constitución. 

50. Que el artículo 354 del código electoral determina el catálogo 
de sanciones en razón de las faltas electorales cometidas. 

51. Que de conformidad con el artículo 367, incisos a) y c) del 
mismo código, dentro de los procesos electorales, la Secretaría 
del Consejo General instruirá el procedimiento especial cuando se 
denuncie la comisión de conductas que violen lo establecido en la 
Base III, del artículo 41, o, en el séptimo párrafo del artículo 134 
de la Constitución y que constituyan actos anticipados de 
precampaña o campaña. 

52. Que resulta necesario inhibir la comisión de actos anticipados 
de campaña por parte de los partidos políticos, agrupaciones 
políticas nacionales, precandidatos y candidatos a puestos de 
elección popular, en aras de garantizar la equidad de la contienda 
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durante el Proceso Electoral Federal 2011-2012, en razón de lo 
cual se propone la expedición del presente Acuerdo. 

De conformidad con lo expresado anteriormente y con fundamento 
en lo dispuesto por los artículos 6º, 7º y 41, párrafo segundo, 
Rases I, III, IV y V, párrafos primero y noveno; 134, párrafos 
octavo y noveno de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 5, apartado 1, del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, y 29, inciso a), de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, así como 2; 3, 49 párrafos 2, 3, 4, y 5; 
104, párrafo 1; 105, párrafo 1, incisos a), e), g) y h); 106, párrafo 1; 
108; 109; 118, párrafo 1, incisos h), w) y z); 210, 211, párrafos 3 y 
5; 212; 222, 223, párrafo 1, inciso a); 228; 237, párrafos 1, 2 y 3; 
334, párrafo 1, inciso a), 345 párrafo 1, inciso b) y 347 párrafo 1, 
inciso d); 354; 355, párrafo 1; y 367, incisos a) y c) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 7, párrafo 
2, del Reglamento de Quejas y Denuncias del Instituto Federal 
Electoral y 5, numeral 1, inciso c), fracción VII y 19 del 
Reglamento de Radio y Televisión en Materia Electoral; este 
órgano colegiado emite el siguiente: 

A C U E R D O 

PRIMERO. Se aprueba el Acuerdo por el que se emiten normas 
derivadas del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales sobre actos anticipados de campaña durante el 
periodo que comprende del 16 de febrero al 29 de marzo de 2012 
para el Proceso Electoral Federal 2011-2012, cuyo texto es el 
siguiente: 

‘PRIMERA. El periodo de "intercampaña" federal para el presente 
proceso electoral comprende del 16 de febrero al 29 de marzo de 
2012. Durante el lapso que dura la "intercampaña" los partidos 
políticos no podrán exponer ante la ciudadanía por sí mismos ni a 
través de sus precandidatos y candidatos, sus plataformas 
electorales presentadas o registradas ante el Instituto Federal 
Electoral; ni los precandidatos y candidatos registrados ante sus 
institutos políticos podrán promoverse con el objeto de llamar al 
voto en actividades de proselitismo. 

SEGUNDA. En el periodo de "intercampaña" no les está permitido 
a los partidos políticos, coaliciones, precandidatos y candidatos, el 
acceso a los tiempos del Estado en la radio y la televisión. Estos 
tiempos serán utilizados exclusivamente por las autoridades 
electorales. Durante la intercampaña, no podrán celebrarse 
debates entre los precandidatos, candidatos, partidos políticos y 
coaliciones. Quedan protegidas por la libertad periodística, las 
tertulies, los programas de opinión y las mesas de análisis político. 
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TERCERA. La libertad de expresión de los precandidatos y 
candidatos, así como el derecho de los medios de comunicación 
para ejercer su labor periodística al realizar entrevistas, están 
salvaguardados en todo momento. Los medios de comunicación 
podrán realizar entrevistas y difundir piezas noticiosas sobre los 
partidos políticos, coaliciones, precandidatos y candidatos 
postulados, con respeto absoluto a la equidad y a las 
disposiciones sobre la compra o adquisición de tiempo aire en la 
radio y la televisión. 

CUARTA. En cualquier tiempo, los partidos podrán difundir 
propaganda política de carácter genérica conforme a los límites 
fijados en las leyes, -con excepción de la radio y a la televisión, 
toda vez que no tienen acceso a los tiempos del Estado en el 
periodo de "intercampaña"-; siempre y cuando no promueva 
candidaturas, ni solicite el voto a su favor para la Jornada Electoral 
Federal o incluya de manera expresa, mensajes alusivos al 
Proceso Electoral Federal. 

QUINTA. Los actos anticipados de campaña a que se refiere el 
artículo 7, párrafo 2 del reglamento de Quejas y Denuncias del 
Instituto Federal Electoral, quedan prohibidos a partir del 16 de 
febrero de 2012 y hasta la fecha de inicio de las campañas; por 
tanto, en dicho periodo queda prohibida también la promoción del 
voto a favor o en contra, la exposición de plataformas electorales, 
y emitir mensajes alusivos al Proceso Electoral Federal 2011-
2012. 

SEXTA. A más tardar el 1 de marzo de 2012 deberá quedar 
retirada toda propaganda de precampaña en bardas contratadas o 
asignadas por las autoridades, así como en espectaculares. 
Asimismo deberán retirarse las mantas colocadas en el 
equipamiento urbano y cualquier propaganda emitida por cualquier 
otro medio de difusión que haga referencia a precandidatos, 
precampañas o candidatos. 

SÉPTIMA. A partir del 16 de febrero de 2012 y hasta el 29 de 
marzo, podrá permanecer solamente la publicidad exterior sobre 
propaganda política genérica de los partidos políticos, siempre y 
cuando no haga referencia alguna a la promoción del voto a favor 
o en contra de partido, coalición o persona, a cargos de elección 
popular o al proceso electoral. 

OCTAVA. Las quejas o denuncias que sean presentadas con 
motivo del incumplimiento al presente Acuerdo serán resueltas 
mediante el procedimiento especial sancionador por el Consejo 
General o los consejos distritales de conformidad a las 
competencias establecidas para dichos órganos tanto en el 
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Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
como en el Reglamento de Quejas y Denuncias’. 

SEGUNDO. Durante el periodo de intercampaña, los mensajes en 
radio y televisión que se difundan para dar a conocer informes de 
labores de funcionarios públicos a los que se refiere el artículo 
228, numeral 5, del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, no podrán hacer alusión a partidos 
políticos o incluir sus emblemas bajo ninguna modalidad. 

TERCERO. Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de 
la Federación y en la Gaceta del Instituto Federal Electoral. 

TRANSITORIO. 

Único. Las presentes normas entrarán en vigor a partir del día de 
su aprobación por el Consejo General. 

…" 

 

SEGUNDO. Demanda.  Inconforme con el Acuerdo 

General antes precisado Filemón Contla Rangel, por propio 

derecho, promovió el veinte de febrero de dos mil doce, juicio 

para la protección de los derechos político-electorales del 

ciudadano.  

 

TERCERO. Sustanciación. En su oportunidad, el 01 

Consejo Distrital del Instituto Federal Electoral en el Estado de 

Puebla, entidad ante quien se presentó la demanda, realizó el 

trámite relativo, y por oficio CD/VS/0290/2012, remitió las 

constancias respectivas a esta Sala Superior para la tramitación 

del presente juicio.  
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CUARTO. Turno. Por acuerdo del Magistrado Presidente 

de este órgano jurisdiccional, de fecha veintidós de febrero del 

año en curso, se ordenó integrar el expediente respectivo, y 

turnarlo a la ponencia del Magistrado Constancio Carrasco 

Daza para los efectos de los artículos 19 de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, y 9°, 

fracción I, del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación. 

 

QUINTO. Requerimiento. Por auto de veintinueve de 

febrero de dos mil doce, el Magistrado instructor ordenó la 

radicación del expediente relativo y requirió a la responsable 

para que realizara la instrumentación que le obliga la Ley 

General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral y rindiera su informe circunstanciado, en relación con 

el acto que se le reclama, con el apercibimiento que en caso de 

no desahogar esa solicitud en tiempo y forma, se procedería a 

resolver de conformidad con las constancias de autos. 
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Dicho proveído fue notificado al Consejo General del 

Instituto Federal Electoral por oficio circunstanciado el uno de 

marzo de dos mil doce. 

  

SEXTO.  Desahogo del requerimiento. Por escrito 

presentado el dos de marzo de dos mil doce, el Secretario del 

Consejo General del Instituto Federal Electoral, dio respuesta a 

lo que le fue requerido, y para tal efecto, presentó oficio de 

número SCG/1247/2012 exhibiendo diversas documentales, 

entre las cuales se incluyó el informe circunstanciado requerido; 

y, 

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación es competente 

para conocer y resolver el medio de impugnación al rubro 

identificado, con fundamento en lo previsto por los artículos 41, 

párrafo segundo, base VI, y 99, párrafo cuarto, fracción V, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 186, 

fracción III, inciso c), y 189, fracción I, inciso e), de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 79, párrafo 1, 80, 
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párrafo 1, inciso f), y 83, párrafo 1, inciso a), de la Ley General 

del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, 

toda vez que se trata de un juicio para la protección de los 

derechos político-electorales del ciudadano, promovido por 

Filemón Contla Rangel, de forma individual y por su propio 

derecho, para controvertir el acuerdo CG 92/2012, “ACUERDO 

DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL 

ELECTORAL POR EL QUE SE EMITEN NORMAS 

REGLAMENTARIAS SOBRE ACTOS ANTICIPADOS DE 

CAMPAÑA DURANTE EL PROCESO ELECTORAL FEDERAL 

2011- 2012.” que en su concepto, viola su derecho de 

información y de reunión con fines políticos. 

 

SEGUNDO. Improcedencia. Esta Sala Superior 

considera que se debe desechar de plano la demanda, por 

advertirse que se actualiza una cuestión de notoria 

improcedencia, de conformidad con los artículos 9°, párrafo 3, 

10, párrafo 1, inciso b),  con relación al numeral 19, párrafo 1, 

inciso b), todos de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral. 
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En particular, la Sala Superior considera que el juicio para 

la protección de los derechos político-electorales del ciudadano 

promovido por Filemón Contla Rangel, es notoriamente 

improcedente porque se actualiza la causal relativa a la falta de 

interés jurídico del ciudadano actor. 

 

Lo anterior es así, al considerar que la esencia del artículo 

10, párrafo 1, inciso b), de la Ley General del Sistema de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral implica que, por 

regla, el interés jurídico se advierte si en la demanda, se aduce 

la vulneración de algún derecho sustancial del enjuiciante y a la 

vez éste argumenta que la intervención del órgano jurisdiccional 

es necesaria y útil para lograr la reparación de esa 

conculcación, mediante la formulación de algún planteamiento 

tendente a obtener el dictado de una sentencia que tenga por 

efecto revocar o modificar el acto o resolución reclamado, lo 

que debe producir la consiguiente restitución al demandante, en 

el goce del pretendido derecho político-electoral violado. 

 

El criterio mencionado ha sido sostenido por esta Sala 

Superior, en la tesis de jurisprudencia identificada con la clave 



SUP-JDC-274/2012 23

07/2002, consultable a fojas trescientos cuarenta y seis a 

trescientos cuarenta y siete de la "Compilación 1997-2010. 

Jurisprudencia y Tesis en materia electoral", Volumen 1, 

"Jurisprudencia", publicada por el Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación cuyo rubro y texto son los siguientes: 

 

INTERÉS JURÍDICO DIRECTO PARA 
PROMOVER MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. 
REQUISITOS PARA SU SURTIMIENTO. La 
esencia del artículo 10, párrafo 1, inciso b), de la 
Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral implica que, por 
regla general, el interés jurídico procesal se surte, 
si en la demanda se aduce la infracción de algún 
derecho sustancial del actor y a la vez éste hace 
ver que la intervención del órgano jurisdiccional es 
necesaria y útil para lograr la reparación de esa 
conculcación, mediante la formulación de algún 
planteamiento tendiente a obtener el dictado de 
una sentencia, que tenga el efecto de revocar o 
modificar el acto o la resolución reclamados, que 
producirá la consiguiente restitución al 
demandante en el goce del pretendido derecho 
político-electoral violado. Si se satisface lo 
anterior, es claro que el actor tiene interés jurídico 
procesal para promover el medio de impugnación, 
lo cual conducirá a que se examine el mérito de la 
pretensión. Cuestión distinta es la demostración 
de la conculcación del derecho que se dice 
violado, lo que en todo caso corresponde al 
estudio del fondo del asunto. 

 

En ese sentido, para el conocimiento del medio de 

impugnación cabe exigir que el promovente evidencie todos los 

elementos necesarios para establecer que es titular del derecho 
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subjetivo afectado por el acto de autoridad, pero además, que la 

referida afectación invade su ámbito personal de derechos, de 

manera actual y directa. 

 

Así, para que el mencionado interés jurídico exista, el acto 

o resolución impugnado en la materia electoral, debe repercutir 

de manera clara y suficiente en la esfera jurídica de quien 

acude al proceso, con el carácter de actor o demandante, pues 

de esa manera, se llega a demostrar en juicio que existió una 

afectación real y efectiva en su ámbito individual de derechos, 

que puede dar lugar a que se le restituya en el goce de la 

prerrogativa vulnerada. 

 

Ese interés no cobra vigencia, cuando los hechos 

invocados como causa de pedir, no son susceptibles de 

actualizar algún supuesto de la legislación aplicable, para 

fundar la pretensión del demandante; o bien, cuando conforme 

la normativa jurídica aplicable, no se esté en posibilidad de 

restituir en el ejercicio de un derecho político-electoral, por no 

existir afectación alguna a tales derechos. 
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Ahora bien, de conformidad con lo previsto en el artículo 

99, párrafo cuarto, fracción V, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, relacionado con los numerales 79 y 

80 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral, el juicio para la protección de los derechos 

político-electorales del ciudadano es el medio de impugnación 

idóneo para controvertir la vulneración a sus derechos de votar 

y ser votado en las elecciones populares, de asociarse, 

individual y libremente, para tomar parte, en forma pacífica, en 

los asuntos políticos y de afiliarse, libre e individualmente, a los 

partidos políticos. 

 

La potestad para acceder  a la tutela de las prerrogativas 

anteriores, corresponde por regla general a quien tiene interés 

jurídico, en tanto que aduzca que el acto de que se duele, 

afecta un derecho de manera personal y directa. 

 

En ese orden, es dable concluir que el acto  controvertido  

puede ser impugnado en juicio, por quien argumente que le 

ocasiona una lesión a un derecho sustancial, de carácter 
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político-electoral y evidencie estar en aptitud para ser restituido 

en el goce del derecho transgredido.  

 

Precisado lo anterior, esta Sala Superior arriba a la 

conclusión de que en la especie, el promovente carece de 

interés jurídico para promover el juicio que se resuelve, a fin de 

controvertir el acuerdo general impugnado, porque de su lectura 

y contenido no se advierte alguna afectación individualizada, 

cierta, directa e inmediata a alguno de los derechos que el actor 

plantea como afectados. 

 

En primer lugar, debe tomarse en consideración que  el 

Acuerdo que se impugna del Consejo General del Instituto 

Federal Electoral es el que emitió normas reglamentarias sobre 

actos anticipados de campaña durante el proceso electoral 

federal 2011-2012, de quince de febrero de dos mil doce, a 

través del cual, se delineó un ámbito normativo específico de 

conductas que llevan a cabo los partidos políticos, 

precandidatos y candidatos a cargos de elección popular. 
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En la especie, Filemón Contla Rangel, acude a la 

presente instancia para inconformarse con el citado acuerdo 

general, pero sin aludir de manera concreta a que le asista el 

carácter de precandidato o candidato a un cargo de elección 

popular; es decir, sin ubicarse concretamente en los supuestos 

esenciales de la norma, con lo cual, pone de manifiesto, desde 

un primer enfoque, que no le asiste la titularidad del derecho 

que dice vulnerado. 

 

Con independencia de lo anterior, y dado que el actor 

sostiene diversas argumentaciones para expresar su 

inconformidad con el citado acuerdo, se procede a analizar lo 

siguiente:  

 

Cuestiona el hecho de que en el acuerdo en mención se 

haya denominado un periodo como de intercampañas, palabra, 

figura jurídico-electoral o doctrina, por llamarla de alguna 

manera, que no se encuentra en el texto de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Sostiene que el acuerdo impugnado conculca sus 

derechos fundamentales, de los que derivan los derechos 

político-electorales de acceso a la información, de reunión para 

tratar asuntos políticos, de votar, así como los principios 

constitucionales de certeza, legalidad y objetividad.  

 

Como puede verse, su pretensión radica esencialmente 

en que la incorporación de un periodo de intercampañas no 

tiene sustento normativo. 

  

Con base en lo anterior, es posible afirmar que la 

actualización de la causa de improcedencia que se ha 

mencionado, se configura en el particular, porque la afirmación 

del promovente no ilustra adecuadamente sobre una afectación 

efectiva de un derecho del solicitante, susceptible de ser 

reclamado en la vía jurisdiccional.  

 

Su planteamiento, no permite desprender alguna 

afectación cierta y directa a los derechos que dice vulnerados, 

motivo por el cual, no existe base de hecho ni de derecho, para 

que pueda cuestionar que el acuerdo trastoca su esfera jurídica.  
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Al respecto, debe partirse de la base de que el sistema 

jurídico electoral federal, acoge la doctrina de la teoría general 

del proceso, en la que se considera al interés jurídico como un 

presupuesto o condición indispensable para el ejercicio de la 

acción, respecto de todos los medios de impugnación que 

prevé, así como para que en ellos pueda dictarse una sentencia 

de mérito. 

 

Esto es, el interés jurídico es aquél que le asiste a quien 

es titular de un derecho subjetivo —público o privado— que 

resulta lesionado por el acto reclamado. 

 

En la especie, no se observa que el diseño normativo que 

generó el acuerdo impugnado trastoque de manera efectiva 

alguno de los derechos que el peticionario aduce como 

violados, pues no se visualiza cómo es que el acuerdo 

combatido viola de manera directa e inmediata su derecho a ser 

informado.  
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 No pasa inadvertido que en el contexto de su 

impugnación, el actor señala expresamente lo siguiente: 

 
“Con el Acuerdo del que me duelo, se 
conculcan mis Derechos Fundamentales 
de los que derivan los Derechos Político 
Electorales de Acceso a la Información, de 
Reunión para tratar Asuntos Políticos, de 
Votar, así como los Principios rectores 
Constitucionales de Certeza, Legalidad y 
Objetividad, toda vez que con el Acto que 
impugno, se restringe de sobre manera el 
acceso del suscrito Justiciable al 
conocimiento de las Propuestas de los 
que hoy y en este momento se denominan 
Precandidatos a diferentes cargos de 
Elección Popular, al impedir el ejercicio de 
su expresión en los Medios de 
Comunicación Social, por conducto de los 
cuales me mantengo al día y enterado de 
las propuestas, ideas y comentarios que 
éstos pueden verter en los diversos temas 
de nuestra Nación.” 

 

Mediante la expresión anterior, el actor pone de 

manifiesto que su inconformidad se dirige esencialmente a 

señalar, que como el acuerdo impugnado atenta contra el 

derecho a la información, se produce como consecuencia la 

afectación a otros valores  tutelables en el proceso electoral, 

como es el conocimiento de las propuestas que sostienen cada 

uno de los contendientes en el proceso. 
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El señalamiento anterior no tiene el alcance de demostrar 

el interés jurídico que asista al accionante, como exigencia 

esencial para la procedibilidad del juicio, pues en todo caso, 

sólo pone de manifiesto que el promovente tiene un interés 

simple de que en el aludido lapso de intercampañas no se 

suspenda la propaganda de los partidos políticos ni de los 

candidatos, porque desde su perspectiva ello trastoca su 

derecho a sufragar de manera informada, pero tal aseveración 

no puede poner de relieve una afectación real y directa al 

mencionado derecho político-electoral de votar, porque no es 

posible asegurar que el acuerdo combatido restrinja esa 

posibilidad de acceso a la información, necesaria para emitir en 

su oportunidad su voto.  

 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 

resolver la contradicción de tesis 69/2002-SS, entre las 

sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo, Cuarto y 

Décimo Tercero, todos en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, ha identificado las diferencias entre el interés jurídico, 

el interés simple. 
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Se ha dicho que el interés jurídico corresponde al derecho 

subjetivo, entendiendo como tal la facultad o potestad de 

exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del 

Derecho, y supone la conjunción de dos elementos 

inseparables: a) una facultad de exigir, y b) una obligación 

correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha 

exigencia.  

 

De tal manera, puede promover el juicio, quien tenga 

interés jurídico y no cuando se tenga una mera facultad o 

potestad, o se tenga un interés simple; es decir, cuando la 

norma jurídica objetiva no establezca a favor del individuo 

alguna facultad de exigir y sólo corresponda a una pretensión 

individual de un ciudadano sin fundamento objetivo o legal que 

la sustente,  

 

El criterio mencionado ha sido sostenido por el pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis identificada 

con el número de registro 233,516, consultable en la página 

340, del Semanario Judicial de la Federación, tomo XXXVII, 
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Primera Parte, Séptima Época, cuyo rubro y texto son los 

siguientes: 

 

"INTERÉS JURÍDICO. INTERÉS SIMPLE Y MERA 
FACULTAD. CUANDO EXISTEN. El interés jurídico, 
reputado como un derecho reconocido por la ley, no es 
sino lo que la doctrina jurídica conoce con el nombre 
de derecho subjetivo, es decir, como facultad o 
potestad de exigencia, cuya institución consigna la 
norma objetiva del derecho. En otras palabras, el 
derecho subjetivo supone la conjunción en su esencia 
de dos elementos inseparables, a saber: una facultad 
de exigir y una obligación correlativa traducida en el 
deber jurídico de cumplir dicha exigencia, y cuyo 
sujeto, desde el punto de vista de su índole, sirve de 
criterio de clasificación de los derechos subjetivos en 
privados (cuando el obligado sea un particular) y en 
públicos (en caso de que la mencionada obligación se 
impute a cualquier órgano del Estado). Por tanto, no 
existe derecho subjetivo ni por lo mismo interés 
jurídico, cuando la persona tiene sólo una mera 
facultad o potestad que se da cuando el orden jurídico 
objetivo solamente concede o regula una mera 
actuación particular, sin que ésta tenga la capacidad, 
otorgada por dicha orden, para imponerse 
coercitivamente a otro sujeto, es decir, cuando no 
haya un "poder de exigencia imperativa"; tampoco 
existe un derecho subjetivo ni por consiguiente interés 
jurídico, cuando el gobernado cuenta con un interés 
simple, lo que sucede cuando la norma jurídica 
objetiva no establezca en favor de persona alguna 
ninguna facultad de exigir, sino que consigne 
solamente una situación cualquiera que pueda 
aprovechar algún sujeto, o ser benéfica para éste, 
pero cuya observancia no puede ser reclamada por el 
favorecido o beneficiado, en vista de que el 
ordenamiento jurídico que establezca dicha situación 
no le otorgue facultad para obtener coactivamente su 
respeto. Tal sucede, por ejemplo, con las leyes o 
reglamentos administrativos que prohíben o regulan 
una actividad genérica, o que consagran una 
determinada situación abstracta en beneficio de la 
colectividad. Si el estatuto legal o reglamentario es 
contravenido por algún sujeto, porque su situación 
particular discrepa o no se ajusta a sus disposiciones, 
ninguno de los particulares que obtenga de aquél un 
beneficio o derive una protección que pueda hacer 
valer tal discrepancia o dicho desajuste por modo 
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coactivo, a no ser que el poder de exigencia a la 
situación legal o reglamentaria se le conceda por el 
ordenamiento de que se trate. Por tanto, si cualquiera 
autoridad del Estado determina el nacimiento de una 
situación concreta, que sea contraria a la primera, 
desempeñando un acto opuesto o no acorde con la ley 
o el reglamento respectivo, es a esa misma autoridad 
o a su superior jerárquico a los que incumbe poner fin 
a dicha contrariedad o discordancia, revocando o 
nulificando, en su caso, el acto que las haya originado, 
pues el particular sólo puede obtener su revocación o 
invalidación cuando la ley o el reglamento de que se 
trate le concedan "el poder de exigencia" 
correspondiente." 

 

En este contexto, esta Sala Superior no advierte que el 

contenido mismo del acuerdo impugnado, implique una 

repercusión objetiva, clara, directa y suficiente en su esfera 

jurídica para demostrar que le asista el interés necesario para 

cuestionar el acto impugnado.  

 

Admitir una interpretación contraria; esto es, que la 

procedencia del juicio sólo se diera  a partir de un señalamiento 

ambigüo respecto de la afectación al derecho político-electoral 

que se dice violado, implicaría permitir el cuestionamiento de la 

legalidad de todos los actos en materia electoral por quienes no 

revelen tener la titularidad de un derecho que haya sido 

efectivamente vulnerado. 
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En suma, dado que el promovente no demuestra por una 

parte, tener una calidad concreta  de precandidato o candidato 

a un cargo de elección popular; -principales destinatarios del 

acuerdo impugnado- y en lo tocante al derecho a la información 

que dice vulnerado, no evidencia contar con el interés jurídico 

necesario para controvertirlo, es inconcuso que se actualiza lo 

dispuesto en los artículos 9°, párrafo 3, 10, párrafo 1, inciso b),  

con relación al numeral 19, párrafo 1, inciso b), todos de la Ley 

General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral, lo procedente es desechar de plano la demanda. 

 

Por lo expuesto y fundado, se 

 

R E S U E L V E: 

 

ÚNICO. Se desecha  la demanda promovida en el juicio 

para la protección de los derechos político-electorales del 

ciudadano promovido Filemón Contla Rangel.  

Notifíquese por correo certificado al actor en el 

domicilio señalado en su demanda; por oficio, con copia 
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certificada de esta sentencia al Consejo General del Instituto 

Federal Electoral; y, por estrados a los demás interesados. Lo 

anterior, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 26, 27, 

28, 29 y 84, párrafo 2 de la Ley General del Sistema de Medios 

de Impugnación en Materia Electoral. 

En su oportunidad devuélvanse los documentos atinentes 

y archívese el expediente como asunto concluido. 

Así lo resolvieron por unanimidad de votos, los 

Magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación, con ausencia del 

Magistrado Manuel González Oropeza, ante el Secretario 

General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.  
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